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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Pereira, veintinueve de agosto de dos mil dieciocho
Acta Nº    de  29 de agosto de 2018
En el término estipulado en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 procede la Sala a emitir la decisión correspondiente dentro del trámite de la consulta de la sanción que mediante auto del 8 de agosto de 2018 impuso el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira a la doctora MARÍA LORENA SERNA MONTOYA, Gerente Regional Eje Cafetero de la Nueva EPS y al doctor JOSE FERNANDO CARDONA URIBE, Representante Legal de la misma entidad, por desacato a una orden de tutela.

A U T O:

Mediante proveído de 8 de agosto del año que avanza, el juzgado de conocimiento se pronunció en torno al incidente de desacato instaurado por el accionante MICHAEL JONATHAN TORRES GARCÍA con motivo de la desatención de la Gerente Regional Eje Cafetero y el Representante Legal de la Nueva EPS a la orden de tutela que impartiera el día 6 de febrero de 2018, y dispuso la sanción contra dichos funcionarios, consistente en la imposición de de cinco (5) días de arresto y el pago de cinco (5) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
Al tenor de lo normado en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la Acción de Tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitucional Nacional, se envió el expediente a esta Sala de Decisión Laboral a efecto de que se cumpla aquí, por vía de consulta, el control de legalidad de la sanción.

Para resolver, 
SE CONSIDERA:

De siempre ha considerado la Corte Constitucional que el principal propósito del trámite incidental se “centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional”
, definiendo su finalidad, no en la imposición de una sanción, sino en el logro del cumplimiento de la orden constitucional. 

No obstante el artículo 52 del Decreto 2591, establece que el incidente por desacato a una orden judicial proferida con base en este decreto, trae como consecuencia jurídica y procesal a la persona responsable de su cumplimiento, una sanción consistente en “arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales”, salvo que se haya establecido una sanción diferente y sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar. 

En relación con lo consagrado en la referida disposición, la Corte Constitucional en la Sentencia C-367-14
“A pesar de ser una sanción, el objeto del desacato no es la sanción en sí misma, sino propiciar que se cumpla el fallo de tutela
. Cumplir con la orden serviría para evitar la sanción, valga decir, evitar que se imponga el arresto y la multa previstos en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991. En la medida en que el desacato puede hacer que se cumpla con el fallo en comento, es un instrumento procesal que puede garantizar de manera adecuada el acceso a la administración de justicia
”.
También se dijo en esa providencia:

“La administración de justicia y, de manera especial, el juez que dictó la providencia judicial, no pueden ser indiferentes o ajenos a su cumplimiento. Este cumplimiento puede y, si es del caso debe, efectuarse aún en contra de la voluntad de quien está llamado a ello, por medios coercitivos. 

El incumplir una providencia judicial puede comprometer la responsabilidad de la persona a quien le es imputable esta conducta y puede tener consecuencias en diversos ámbitos. Y puede comprometerla, porque si bien el incumplimiento obedece a una situación objetiva, dada por los hechos y sólo por los hechos, la conducta de incumplir obedece a una situación subjetiva, en la cual es relevante la culpabilidad de su autor.”
En el presente asunto, en la sentencia que amparó el derecho a la salud del señor Michael Jonathan Torres García se ordenó a la Nueva EPS “(…) la hospitalización en casa, con médicos y enfermeras especializadas para las curaciones de alta complejidad”.  

El día 15 de febrero de 2017, el actor, a través de su agente oficioso, comunicó del incumplimiento de la orden impartida por parte de la entidad obligada, hecho que motivó al juzgado a requerir mediante auto de fecha 16  de igual mes y año –fls 06- a la Gerente Regional del Eje Cafetero de la accionada, para que diera cumplimiento a la orden de tutela.

En comunicación visible a folio 14 del expediente la EPS informa la entrega del medicamento Clindamicina 300 mg (Capsula) 40 capsulas, la realización de las visitas para la atención de heridas de mediana complejidad y la remisión a la IPS Radiólogos Asociados para la realización de doppler de vasos arteriales de miembros superiores.
Con el fin de que informara respecto al cumplimiento de la orden de tutela, fue requerido el actor, obteniéndose como respuesta que aún se encontraba pendiente la realización del examen denominado Índice Graso de Tobillos Bilateral, razón por la cual se requirió al doctor José Fernando Cardona Uribe, para que, en su condición de Representante Legal de la entidad, hiciera cumplir el fallo de tutela y abriera el correspondiente proceso disciplinario en contra de la funcionaria llamada a acatar la orden, tal y como lo dispone el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991.

En escrito visible a folio 43 y siguientes del expediente, la Nueva EPS informó que se encontraba adelantando las gestiones para que le fuera practicado al paciente el examen ordenado, por lo que solicitó al juzgado abstenerse de continuar con el trámite incidental.

La anterior solicitud no fue atendida por la a quo  y en auto de fecha 18 de mayo de 2018 –fl 50 a 51-, dispuso la apertura del incidente de desacato en contra de la Gerente Regional Eje Cafetero de la Nueva EPS, doctora María Lorena Serna Montoya y del Representante Legal de la misma entidad, doctor José Fernando Cardona Uribe, corriéndole traslado para ejercer su derecho de defensa. Dicha decisión se materializó en las comunicaciones Nos 666 y 0667 de 2018.
Mediante escrito visible a folio 58 y siguientes del expediente, la entidad accionada informa que de acuerdo con las pesquisas adelantadas en torno al cumplimiento de la orden de tutela, pudo establecer que el examen denominado “Índice Graso de Tobillos Bilateral” no existe y que el servicio correcto ordenado al paciente es “Doppler arterial”, el cual le fue realizado, haciéndole entrega de los resultados.

De acuerdo con lo anterior, solicitó al juzgado abstenerse de continuar con el trámite.

En comunicación con la agente oficiosa del accionante, se pudo establecer que en la actualidad la entidad accionada no había dado cumplimiento a la orden de tutela, dado que la médica que debió atender en su domicilio al actor, no volvió a revisarlo, las heridas se encuentran infectadas y por el servicio de Urgencias no lo atienden precisamente por tener atención en casa.
Por auto de fecha 10 de julio de 2018, fue requerido nuevamente el doctor José Fernando Cardona Uribe, superior jerárquico de la obligada para que diera cumplimiento a la orden de tutela, lo cual acreditó mediante comunicación visible a folio 74 y siguientes, en el que informó que había sido autorizado el “paquete de heridas de mediana complejidad”

No obstante esa información, en escrito recibido por el Juzgado el día 2 de los corrientes, la Defensoría del Pueblo, a través de la Defensora Regional solicitó información respecto al trámite incidental, en virtud a la denuncia formulada por la agente oficiosa del señor Michael Jhonatan Torres  García ante esta entidad, respecto a la falta de atención domiciliaria del paciente.
Ante dicha solicitud y la evidencia del incumplimiento por parte de la entidad accionada, el juzgado profirió decisión de fondo el día ocho de los corriente, declarando que se había incurrido en desacato de la orden judicial impartida, y en consecuencia, le impuso a la doctora MARÍA LORENA SERNA MONTOYA,  Gerente Regional Eje Cafetero de la Nueva EPS y al doctor JOSE FERNANDO CARDONA URIBE, Representante Legal de la misma entidad, sanción consistente en el cumplimiento de cinco (5) días de arresto y cinco (5) salarios mínimos mensuales, ordenando además la notificación de esa decisión a cada una de las partes –fls 90 a 92-.
Una vez arribó el expediente a esa Corporación, se evidenció la ausencia de notificación a uno de los sancionados, por lo tanto, en auto de fecha 24 de los corrientes se ordenó su devolución al Juzgado para que se subsanara el yerro advertido, el cual fue corregido aportando en esta Sede la comunicación remitida al doctor José Fernando Cardona Uribe, Presidente de la Nueva EPS, por medio de la cual le fue informada la sanción impuesta.

Encontrándose el trámite en esta instancia, la Nueva EPS, a través de su apoderado judicial, informó del cumplimiento de la orden, al paso que puso en conocimiento el restablecimiento de las condiciones médicas del señor Michael Joanathan Torres García, que le permite recibir la atención de manera ambulatoria. 

De acuerdo con lo manifestado por la agente oficiosa el incumplimiento de la EPS deviene de la ausencias de personal de enfermería en su domicilio cada 5 días, para realizarle las curaciones al paciente; no obstante, conforme la orden de tutela esa atención domiciliaria se mantendría mientras fuera ordenada por el médico tratante y en este caso, en la atención brindada en su residencia el 23 de mayo de 2018, se indicó que el índice de funcionalidad Karnofsky – que mide la capacidad de los pacientes de realizar tareas cotidianas- y el índice de Barthel –que es el de valoración funcional de un paciente y su rehabilitación- arrojaron resultados cien por ciento satisfactorios.
Adicionalmente, en la evolución medica se citó “se encuentra en mejores condiciones, sin edema ni eritema, actualmente con cierre de 90% de las úlceras en ambos miembros inferiores sin signos de infección actualmente, dolor modulado, paciente refiere mejoría sustancial de ulceras y dolor, niega fiebre u otra sintomatología” más adelante se indicó “paciente con mal entorno en casa habita con muchos gatos lo que hace que su hogar no sea el sitio adecuado para la realización de curaciones ya que este procedimiento requiere mínima sepsia y antisepsia por lo anterior se da alta de hospitalización en casa” y se dispone como plan de manejo “control por médico ambulatorio y curaciones cada 5 días de forma ambulatoria”
Como puede evidenciarse la atención domiciliaria ya no se encuentra dentro de las prescripciones médicas dispuestas por el médico tratante, ya que el paciente, en la actualidad tiene la capacidad física para desplazarse al punto de atención destinado por la EPS para realizarle las curaciones que requiere.  Adicionalmente también debe considerarse que la IPS encargada de la atención domiciliaria advirtió que las condiciones que presenta el lugar de residencia del paciente no son las óptimas para realizar la atención que éste requiere. 
Consecuente con lo anterior, considerando que en este momento la Nueva EPS no se encuentra desatendiendo orden constitucional alguna, se revocarán las sanciones impuestas por medio de la providencia de 8 de los corrientes a los citados funcionarios.

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 
RESUELVE

PRIMERO.  REVOCAR la sanción impuesta por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, a la doctora MARÍA LORENA SERNA MONTOYA, Gerente Regional Eje Cafetero de la Nueva EPS y al doctor JOSE FERNANDO CARDONA URIBE, Presidente de la misma entidad, por desacato a una orden de tutela.

SEGUNDO: COMUNICAR a los interesados en la forma prevista por el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: DEVOLVER la actuación al despacho de origen para lo de su cargo.

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE,
Integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON
                                                                                     En comisión de servicios
� T-179-09. M.P. Humberto Sierra Porto, ratificada en la el Auto 320 de 2013.





� Cfr. Sentencias T-421 de 2003 y C-092 de 1997. 





� Cfr. Sentencia T-171 de 2009.
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